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Examen Periódico Universal, Uruguay, 17 de junio de 2013

Aportes y recomendaciones en materia de libertad de expresión y derecho a la comunicación del Grupo Medios y Sociedad (GMS) y del Centro de Archivos y Acceso a la Información Pública (CAINFO) ambas organizaciones integrantes de la Coalición por una Comunicación Democrática, al segundo examen periódico de la República Oriental del Uruguay.
El GMS trabaja desde el año 2006 en defensa de la Libertad de Expresión y la Democratización de las Comunicaciones. Cainfo es una organización no gubernamental que trabaja desde el año 2009 en la promoción de la Libertad de Expresión, el Derecho a la Información y la Participación Ciudadana.

La Coalición por una Comunicación Democrática es un colectivo de 25 organizaciones de la sociedad civil de Uruguay que trabaja desde el año 2010 para la democratización de las comunicaciones en Uruguay.
Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual

El reciente envió al parlamento de un proyecto de Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual (LSCA) es una buena señal para garantizar la libertad de expresión, la diversidad y el pluralismo. El proyecto avanza en temas importantes, diseño institucional para la regulación de los medios audiovisuales, protección de niños niñas y adolescentes, accesibilidad, publicidad, concentración, defensa de las audiencias, se establece un sistema de derechos, de las audiencias, de los prestadores del servicio, de los periodistas, se establece un canon a pagar por los operadores, etc. 

El proyecto de ley fue enviado al legislativo por el Poder Ejecutivo y tuvo como punto de partida el trabajo del Consejo Técnico Consultivo (CTC) que fue formado en el año 2010 a instancias de la Dirección Nacional de Telecomunicaciones. El CTC estuvo integrado representantes de la sociedad civil, la academia, las gremiales de los empresarios de los medios de comunicación comercial. En este ámbito se lograron importantes  consensos que luego fueron plasmados en el Proyecto de Ley.
En algunos temas el avance es satisfactorio, como en el caso de la protección de niños, niñas y adolescentes. En otros temas es insuficiente como en la discriminación por distintos motivos y en el caso de la accesibilidad deja su instrumentación para después.

No obstante, hay aspectos que el Parlamento debe mejorar. El diseño institucional del órgano de control queda  muy centrado en el Poder Ejecutivo. Se crea el Consejo de Comunicación Audiovisual (CCA), donde la mayoría de sus funciones son de carácter consultivo y el propio Poder Ejecutivo conserva la posibilidad de imponer sanciones a los medios que incumplan las regulaciones y asigna las frecuencias y licencias para todas las plataformas. 

Si bien se crea la Comisión Honorario Asesor para los Servicios de Comunicación Audiovisual (CHASCA) y allí hay presencia de la sociedad civil, su carácter es exclusivamente consultivo. 
En el caso del Consejo de Comunicación Audiovisual, desde la sociedad civil se ha propuesto que tenga mayor autonomía del Ejecutivo, sus directores sean designados íntegramente por el Senado, por mayoría absoluta, en un proceso transparente y donde sus integrantes también puedan ser propuestos por la sociedad civil, además que sus atribuciones sean más amplias que las actualmente propuestas.

El proyecto de ley también crea La Defensoría de las Audiencias en la órbita de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, solución compartida por la sociedad civil. No obstante, no se fortalece la Institución ni se le asigna presupuesto ante esta nueva tarea. También en este caso desde la sociedad civil se ha propuesto que la Institución designe un relator especial en un proceso transparente y participativo y que en la ley se le asigne presupuesta para esta nueva tarea. 

En los aspectos vinculados a la concentración, no se define grupo económico siendo ello imprescindible a los efectos de combatir en forma eficaz el acaparamiento de frecuencias, así como de audiencias, los mecanismos para limitar la concentración son los mismos de la vieja ley de radiodifusión, limitando por cantidad de licencias, cosa que los años han demostrado que es un mecanismo que no ha impedido la altísima concentración que hay en el sistema de medios en Uruguay. En el caso de la televisión satelital de cobertura Nacional, se limita por porcentaje de mercado. Desde la sociedad civil se ha propuesto que la limitación por porcentaje de audiencia, sea de aplicación tanto para la televisión cable, satelital y la televisión por aire, tanto a nivel nacional como local. Tampoco hay mecanismos para prevenir la propiedad cruzada de distintos servicios como la televisión abierta y el cable. 

Un gran ausente de la ley es la educación para los medios, que prepare a las futuras generaciones, para ver con ojo crítico las informaciones, que en este mundo de altísima tecnificación es cada vez más abundante.

Si bien en la ley se reservan porcentajes de producción nacional, se deben desarrollar políticas públicas para fomentar esta producción. En especial que el producto del canon se vierta íntegramente para desarrollar la producción nacional televisiva tanto independiente como comunitaria. 

Publicidad oficial

El país tiene en el debe una regulación democrática para la asignación de publicidad oficial. A 30 años de recuperada la democracia la asignación de este importante recurso público a los medios sigue siendo básicamente discrecional.

Un anteproyecto de Ley elaborado por el Grupo Medios y Sociedad para regular la asignación de la publicidad oficial, fue presentado al Parlamento en agosto del 2009. Su objetivo era dar transparencia y explicitar los criterios por los cuales el Estado asigna la publicidad oficial.

Actualmente las empresas públicas, utilizan el mecanismo de contratar agencias de publicidad, lo que no garantiza una distribución democrática de la publicidad oficial, ni la utilización de criterios transparentes para su adjudicación, pasando de una distribución donde primaban los intereses políticos de los directores de las empresas, a una distribución de la publicidad donde priman los intereses comerciales de las agencias. 
Proceso transición a la televisión digital
La política que el Poder Ejecutivo ha adoptado en esta materia ha sido poco clara y exhibe vaivenes en su implementación, tal como se desprende la cronología que se presenta a continuación. 
En octubre del 2011 se pone a consulta pública el decreto para implementar la TV digital, una práctica muy bien vista desde la sociedad civil.

En mayo del 2012 se promulga el  decreto, que adjudica un canal de 6 Mhz. para compartir, entre los actuales tres operadores comerciales, respetando sus derechos a mantener su señal al aire y se establecen las condiciones que deben cumplir los interesados, para ser  adjudicatarios de un múltiple completo de 6 Mhz..

El 31 de diciembre del 2012, se modifican el decreto, otorgándoseles, a los actuales tres operadores la posibilidad de acceder a  un múltiple completo, sin cumplir algunas de las condiciones que se les exigen a los nuevos operadores, entre ellas no será evaluada su propuesta comunicacional y no deberán presentarse a la consulta pública. 
El 23 de enero del 2013, a poco más de 1 mes  para que venciera el plazo que había fijado el decreto de diciembre, para presentar las propuestas a los nuevos operadores de  televisión digital, el Poder Ejecutivo decidió dejar en suspenso el llamado a interesados.
Los vaivenes en la implementación, las modificaciones del decreto y su posterior suspensión, han sido producto de las presiones de los actuales operadores, que por más de 50 años han mantenido una posición dominante y oligopólica en el mercado de la radiodifusión, controlando un porcentaje alto de la propiedad de los medios y el 90 por ciento de la programación.

Tras una campaña de incidencia de la sociedad civil, se logró que se levantara la suspensión, iniciándose nuevamente los llamados, que se cerraran el 8 de julio para el sector comercial y el 22 para el sector comunitario. En el caso del sector comercial, los actuales operadores tendrán condiciones más favorables que los nuevos proyectos, motivo por el cual se levantaron críticas desde las organizaciones de la sociedad civil, que tuvieron eco en la Institución Nacional de DDHH y Defensoría del Pueblo.
Una consideración aparte merece el llamado a operadores de televisión comunitaria, las excesivas exigencias del pliego del llamado y la ausencia de políticas de promoción de un sector recién llegado a la radiodifusión, hará que seguramente el llamado quede desierto. Para que se revierta esa situación serán necesarias una serie de políticas proactivas del Estado. Entre ellas:

Desarrollar políticas de capacitación no esporádicas en distintas áreas, gestión de la emisora, planes comunicacionales, programación, formación técnica.

Facilitar líneas de crédito y subvenciones para la compra de equipamiento, con el fin de la mejora de la calidad técnica de las emisoras.

Establecer fondos concursales exclusivos, para las emisoras comunitarias con el fin de mejorar su producción.

Apoyar la realización de convenios con las empresas del estado (ANTEL,UTE,OSE), para establecer tarifas o planes especiales, en este caso sería muy importante que el operador monopólico de red para la televisión digital, definido por el decreto (ANTEL) diera señales claras así el sector comunitario, que hasta ahora no ha dado.  
Acceso a la publicidad oficial, establecer un cupo de publicidad oficial destinada en forma exclusiva para los medios comunitarios.

Establecer una oficina de  asesoramiento, para temas de gestión, administrativos y técnicos, facilitando de esa manera los trámites que los medios comunitarios deben realizar ante distintas dependencias del estado.

Recomendaciones
a) Se apruebe el proyecto de ley de servicios de comunicación audiovisuales que está a estudio del parlamento, procurando que el texto final recoja los estándares internacionales en la materia e incorpore las recomendaciones formuladas ut supra, en este documento que recogen un amplio consenso de la sociedad civil organizada.
En caso de ser aprobada la ley el proceso de implementación este dotado de recursos suficientes para su puesta en marcha.
b) Se continúe avanzando en la adopción de legislación para la protección de la libertad de expresión en el país,  en particular se envíe al Parlamento el proyecto de ley para la regulación de la publicidad oficial.
c) Se adopten medidas de política pública eficaz y dotada de recursos para fortalecer el sector comunitario en los términos planteados precedentemente en este documento.
